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l. INTRODUCCIÓN. 

E 
1 obje10 de es/e trabajo es hacer un breve recmTido 
histórico en relación con la anchurn del mar terTito­
rial, desde comienzos de In Edad Moderna has/a la 

entrada en vigor de la Convención de Naciones Unidas so­
bre el Derecho del Mar de 1982. Asimismo, pretendemos 
hacer un estudio comparativo de la evolución que ha expe­
ri meniado la anchura del mar terri to rial en España con res­
pecio a la seguida por la mayoría de los Estados. Para con­
segu ir este objelivo, hemos ido analizando paralelamen/e los . 
convenios in lernacionales y las legislaciones de las grandes 
potencias mari nas por una pane, y el derecho interno espa­
ñol por aira. De esta forma, intenlamos señalar las diferen­
cias que, cu riosamenle, se han producido en la evolución de 
la anchura del mar terTitorial español, que, como veremos, 
duran/e mucho tiempo se ha dis tanc iado del seguido por la 
mayoría de paises. 

2. NATURALEZA DEL MA R TERRITORIAL 

La noc ión de mar territorial se forja lentamente en 
Europa occ ide ntal durante la 13aja Edad Med ia en dos ámbi­
tos y con mat ices diferenles. Mi en lras en los paises scpten-

trionales surge pronto y sin impedimentos una serie de usos 
o prácticas re lativas a los derechos de los territori os sobre 
sus mares, en los pa íses Mediterráneos. por el con trario, 
condicionados por la ~oncepc i ón romana del mar territorial 
como res iuris gentium se desa rro ll a m:ls tarde In iden de 
un a fr anja de mar someti da a la jurisdicción del E taclo cos­
tero'. En este co nrex to el j uri sta esp<lño l Juan Garc ía de 
Saavedra ya afir maba que Mare es/ ejus, cujus es/ /erra cui 
adjace1, señaland con ello que el territorio de un Estado no 
est<Í completo sino di spone de un espacio ma rítimo adya­
ce rne. 

En este orden de ideas. la doctrina se ha planreudo 
desde épocas inmemoriales s i el Estado ribereño puede ejer­
cer soberanía sobre las aguas adyacentes a us cos tas y 
hasta dónde se ex tiende és ta' . De ahí que, ya en el siglo 
XVlll , surgiera uno ele los enfrenlilmientos d ctrina les más 
importantes de la hi storia del derecho del mar y de ma yor 
inllucncia en la práctica posterior de los E tados. Se trata 
del en frentamiento entre Grocio, defensor de la natu raleza 
ab ierta del mar territorial , y Selden, parti dar io de la concep­
c ión cerrada del mismo'. 

Pues bien , desde ent onces y hasta fechas rec ien­
tes , e han multiplicado las teorías sobre la natu raleza de 
dicho espac io, que, en un mov imiento pendular, han ido desde 

1 Vid. H. CAMINOS. «Sourccs of thc law of thc sea}), en R.J. DUPUY ct D. V!GN ES (cd), i\ Jlandbook on 1/u• New iAII ' 1f1e SPa .. vo l. l. Dordrcch/ 
Boston/Lancastcr. \991. p. 64; P. CER EZO DE DIEGO, .. Origcncs de la teoría del mnr terri torial en Barto lo de Sas¡¡ofcrrato" , NEO!, num . 2·3. vo l. 
XXX. (1977). p. 25.J . En este sentido el profesor Mc:'irrnga Bustnman lc afirma que scr:'ín ~dos glosadores del derecho romano y cnnon1stns. los que ' ' ;m 

a innuir, con sus doctri nas. singularmente en los pueblos ribereños del Mcdilcrrá ru .. 'O, para crear un n noción jurídica dd m:tr ndy:J.centc ( .. ))~ Asimismo, 
dicho autor destaca la imponan,·ia de las Dccrctalcs de Boni fac io VIl , donde «Se tr.ll.a ba de Si1 bcr dónde debería tcm:r lugar la elección dd sucesor de un 
p:l[KI fallecido. En tCrminos genera les cuando un pontffi cc acaba de morir en el tcnitorio de una ciu d:~d, los cardenales deberán reuni rse en 1:1 mi sma paí.l 
procede r a la elección del nuevo papa: pero ¿qué ocurre si fallece en el m:u?. En este ca.!.o el canon.sln g los:.dor dictamina que la mar sometida al Estado. 
forma parte de su <<di s trielU~>> . presentando así. la idc:l de una circunscripción de una dl!dacl míl rílllnn que L'Ornprcndc :1dcm:ís de su territorio terrestre 
-valga la redundancia- una óata c:;; tcnsión de terri torio marítimo y aunque ta l extensión no se limitase, no hay duda de que tal noción quedó ci:Jra mcntc 
formul:~da ( ... ) por los juristas italianos de la Edad Media» (J .L. AZCAKRÁGA BUSTAMANTE. t. L:!s :.guas españolas de Gibr.Jitar. ( La lxlhía de Algcci ras 
a la luz del Derecho llllemacional)». EMudio.\· de Dererlw buemrU'imud l7tiblif'o y Prll'ado. 1/mw.•Jwj ,- al Profe.wr Lui\ Sl•ln Sampil. Ov1cdo, 1970, 
p. 599). 

! Una de las ele mayor ~.~i to fue la de Uanolo Sassofc rra to. quien, basándose en el D ig~s to. ddendía. u n:~ distancia equ ivalente a lOO millas ,.;d. P. 
CEREZO DE DIEGO. o¡J. ril ., pp. 237 y ss. 

J EL enfrentamiento se produce como consecuencia de los intc r~scs cncontí.ldOs de lngi:Jtcrra y Holanda. lngl:ncrrn que desde un principio mantuvo 
una acti tud favorable a la libct1:1d de los ma res. cambia de attitud cuando cree es tar en condiciones de ascgur:a r el control exclusivo de- las pcsqucrí:1s en 
d mar del Norte . prohibiendo en 1609 el acceso 11 los cxtr:wjcros en dicha zona. P~1r.1 oponerse a es ta pre tensión d Gobierno holaml,.;s ab:mdcr.t In tes is 
de uno de los juristas holandeses m1s conocidos, Hugo Groc io (M are liberum. 1 GOS) que dcfi ~,;nd c la libertad de los mnrcs y e l derecho fun damcntíll de 
los Es tados al comercio intcmacional. Esta tes is fue contestada por un jurista inglés. Scldcn, quien escn l>c c..:n 1635 la ohra Mare d fw\'/rm. en oposici ón 
a Mnre Libl'fll/11, y en la que defiende la sobera nía brit:1n ica sobre vastos espacios dd mar del Norte sobre la base de ant iguos poderes (le pol icía que su 
país había estado ~jcrcicndo l'id. S. MARTÍNEZ CARO. «Ma r territoria l, anchura. na tuF.JICl:l, delimitación)! . /...a Artual Rt!l'iüún dt•l /Jert!dw tle! Mflr. 
Una pen¡Jt' f l; l'll 1!.\pmioln , Primera parte. Madrid, 1974, pp. 237 y 24-t . 
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la müs radical negación de la soberanía esraral, has ta la con­
sideración de aquél como ten·irorio de l Es tado; opi ni ón ésta 
que hoy parece es tar respa ldada por la mayoría de la doctri­
na' y por el derecho convencional. En este sentido, el art í­
cul o 2 de la Convención de Naciones Un idas sobre el Dere­
cho de l Mar de 1982 y el artículo 1 del Conven io de Ginebra 
de 1958 sobre Mar TetTitorial y Zona Contigua, de las que 
España es parte': 

• La soberanía del Estado ri bereño se ex tiende más allá 
de su territorio y de sus ag uas interiores y. en el caso del 
Estado archi pclágico, de sus aguas archipclágicas, a la franj a 
de mar atlyacc ntc des ign ada con el nombre de mar Lc rr i to~ 

ria l». 

En es te sentido también se ex presa la Ley española 
JOn7 ele 4 ele enero de regla mentación sobre de l mar terri­
tori al, la cual afirma que: 

··La soberanía del Estado cspmiol se ex tiende, fuera de 
su territorio y de sus aguas interiores . al mar territorial 
adyacente a sus costas, delimi tado de conrormidad con lo 
preceptuado de los ~u-tí culos siguientes. 

Dicha soberanía se ejerce. de conformidad con e l Dere­
cho Internacional. sobre la columna de agua, e l lecho, el 
subsuelo y los recursos de ese mar, as í como el cspucio 
aéreo suprayacentc ''6 . 

Esta afirmación ya se había rea lizado, aunq ue ele 
forma imp líc ita, en dispos iciones anteriores como, por ejem­
plo, en la Ley de Puertos de 19 de enero de 1928 y en la Ley 
ele Aguns ele 1966, que consideraba n el mar re1Ti torial «de 
do mi nio nacional y uso ptíb li co»'; es el caso igua lmente de 
la Real Orden de 2 de enero de 1896, que autori zaba a las 
fu erzas armadas a ej ercer el derecho de inspecció n pa ra 

hacer respetar la soberanía de la nación en las aguas adya­
cen tes a las costas. 

Otros ejemplos lo constiluyen las normas relativas 
a la navegación aércn. En este sentido puede señalarse, el 
Real Decreto de 25 de noviembre de 19 19 de Navegación 
Aérea Civil , que afirmaba que el Estado español «ejerce so­
beranía ( .. . ) sobre el aire que cu bre el territori o nacional y 
sus aguas terri toriales"", o la Ley núm. 48/60 de 21 de julio 
de Navegación Aérea, cuyo art ículo l dispone que "el espa­
cio aéreo situado sobre el terr itorio español y su mar terr ito­
rial está sujeto a la soberanía del Estado español"'. 

3. LA ANCHURA DEL MAR TERRITORIAL 

Convi ene aclarar que la doctrina parte ele pos icio­
nes distint as a la hora ele es tudiar la anchura del mar terr ito­
ri al: por un lado, están qu ienes defien den una concepción 
unitaria de la regu lación español a que existe sobre esta ma­
teri a: es el caso de la posición oncial española y de un im­
portante sector de la doctrina; pm otro, quienes ddicnclcn 
una concepción pl ural ista, seguida por la mayoría de los 
autores de los últimos años del siglo XIX y rec ientemente 
por Mesegucr Snnchez10 

Los primeros defienden la expresión nguns juris­
diccional es como si nónima de la del 111nr terri10ria/11 y con­
sideran que las normas internacionales y las contenidas en 
nuestra legi slación se han movido en planos completamen­
te dist intos dura nte siglos. Los segundos, por el contrario, 
abordan el estud io de los lími tes de los espacios marinos 
desde un pu nto de vista plural, alirmando que la legisl ación 
española debe ser considerada como un reflejo del Dere­
cho internacional consuetudinario y que esta es precursora 
de alg unas de las moderna s fo rmulacio nes ius­
mariti místas12. 

" \lid. J .L. AZC;\ HRAGA llUSTAM !\ NTE, ·d{égi mcn jurídico de los espacios marinos)}, f~EDI. num. l. vol. V, (1952). p. 41; J. CERVERA PERY. El 
Derecfw del Mar. El'f)lll r i .1n, tolll i 'llido, per.rpcrrivns. (De las /Julos papales al Cmll'l'IIÜJ dt• Jamaica ). Madrid. 1992. pp. 85 y 88: G. GIDEL, Le Droit 
lmermuional Ft~blic dl' laMa, fasc icu le 1, 10mc 3 , Pn ri s . 198 1, pp. 155-7, 169 y 173.; S. MARTiNEZ CA RO. t.M;~r tc rritor i;¡J...¡) rir. p. 236.: M­
MED INA ORTEGA. "Derecho de pesen y mar terri tori al csp:-tñol'', RED/, num. l-2, vol. XV I, (1963). pp. 61 y ss: J.fvl. SOBRINO IIEREDIA, "Nuevas 
tcude ncias en el Derecho del Mar", IUP, num. l l, ( 1997), pp. 185 y ss. 

J s iFsfi:)ñ?t··sé~ acnllifi6.( al 'é(;iY\,.é'tYi6"<1~ ~ 1 Y3lfsó'b'rc ·NHr-t'frriió?i&l'y· LÚ?fit" é'oíWi~ti:fcf ' 23"ltC t éb'fé ró~ li C tif}T Con res pectO :t J:l éonvcnc1ÓÍ1 dC 1Y8'f 
c;¡be scii nlar que nues tro país 1:-t r:Hificó el 20 de diciembre de 1996 y fornml6 varias dl·dar.H:ioncs que h;m sido publicadas en BOE de \4 de febrero de 
1997. Por otra parte, grac ias al Acuerdo de 1994 relati vo a la ap l ic;~ción llc la Parte XI se logró el consentimiento de los Estados a favor de la ra tificación 
del Convenio de 1982. También es te ncucrdo ha sido ratifi t:ado por Esp;1ii:1 (Instrumento Ue rati ficación de 20 de diciembre de 19%), 1•id. BOE de 13 
de febre ro de 1997. P:~r:-t un estudi o sobre evolución de la CNU DM del 82 vid. R., CASADO RAIGÓN, op. rit .. pp. 101·105. Asimis mo p:~ra un aná lisis 
de IJ rati fi cación cspnñola de <!icho convenio 1•id. J. SAU RA ESTA PA <( España ratifica la Couvcndón tic las Nac iones Unidas sobre el Derecho del M:~n> , 
IIEDI. nnrn. 2. vol. X LV III. ( 1996). pp. 36 B y ss . 

6 BO E de 8 de enero de 1977. Ahora bien, aunque no nos quepa dud:1 de que cl nwr ICtTitoria l es parte Ucl te rri 10rio de l Estado, reconocemos que la 
rcd:.cción de dichos nrtículos no es muy afortunada. ya que scparau la c.xprcsión terrirorio de la de mar tarirorial, cuma si se tra tase de dos rca licl:1.dcs 
dis ti ntas . 

7 f\rlfculo 2 de la Ley de 28 de enero de 1928. que deroga In anti gu:. Ley de Puertos de 1880 vid. IJJAAU. apCndicc 1928, 1928. pp. 404-411. El 
art ículo 1 de 1:! Ley de :.guas de 3 de agosto ele l SGG csmblccc que "son ele dominio naci on:1l y uso públ ico: 2) el mar li toral o bien l ;~ zona marítima que 
ciñe l:1 s cos tas, en 1od:1 In ancllurn determ inada por el derecho internacional. " (S. MARTÍN RE PORTlLLO. Ln Ley de agll f/J de 1866. M;¡drid. 1963. 
p. 825). 

' /JIIIIU . :.péndicc 191 9. ( 19 19), pp. 672-682. 
9 Su art ículo rrimero dispone que el espac io :1érco situado sobre el territorio español y su mar territorial cs t{! sujc1o a la sobcrauia dd Estado español 

y en su :1rt icu lo 5 reconoce que serán de aplicnción l:ls leyes cspaño lns ( BOE dl' 23 de jul io de 1960). 
10 Este au tor a fi rrn;¡ que Espa ña adoptó en torno a los espacios m:uíti mos una coutcpción plurali sta desde mcdi:Jclos de l siglo XV III y durante todo 

el siglo XIX. As imismo, sos ti ene que en la legis lación españo la :lparc.cen clar;uncntc dc linidas tres zonas di stintas <¡uc configura n las ílguas jurisdicc io­
na les csp~niol a s: la zona terri tor ia l: la zona liscal o ad uan cr~• . y la zona c.lc pesca. Tres zonas prrfcct;uncnle de limi tadas en cuíl nlo a sus efectos y 
jurídil· amcmc independientes l'id. J. L.. MESEGU EI~ SÁNCH EZ, Los l ' .\'(Hwios mnrftimo.1· 1' 11 ,,¡ 1111('1'0 den'rlw del mar. Madrid. 1999, pp. 123- 127. 

11 Vid. infra capítu lo l. apartado !1 1. 
"J.L. , MESEGUER St\NCI-IEZ. op. l'il., pp. 123- 127 
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Pues bien, au nque reconocemos que nuestro país 
ha seguido desde el siglo XV II I una concepc ión pluralista 
de Jos espacios marítimos 13 y que la doctrina más reciente 
se ha clesvinculaclo de la tesis oficial defendida por la doc­
tri na trad iciona l, no debemos olvidar que desde el siglo XIX 
la práctica interna española ha empleado la expresión ~~aguas 
jurisdiccionales" para designar Jos espacios maríti mos so­
bre los que el Estado español ejerce algu na cl ase de compe­
tencias, ya se trate de soberanía o de competencias limita­
das funcionalmente". Por esta razón, creemos más ade­
cuado part ir de un a vis ión un itaria a la hora de estudiar la 
evo lución del mar terri torial español, ya que, de esta forma , 
obtendremos una visión más li neal y si mplificada. 

3.1. De la Edad Moderna hasta el siglo XX. 

An te las pretensiones de las potencias coloniales 
de extender su soberanía sobre una franja ele mar adyacen­
te a sus costas, se plantea la necesidad de fijar los lími tes de 
Jos poderes estatales sobre las aguas del mar. Esto hizo que 
surgieran numerosos criterios de de limitación, destacando 
emrc todos el de un juri sta hol andés ele princi pios de siglo 
XVlll , Corneli us Van Bynkershoek. 

Dicho jurista , autor de Domillio maris desse ruuio ­

obra publ icada en 1702-, propuso como lím ite máx imo de 
jurisd icción el punto hasta donde Jos Estados ribereños po- · 
dían garant izar con su arti llería un control efectivo del espa­
cio marino (Terrae por estas flnitur ttbi fiu itur annomm vis). 
Dado que el cañón era el arma béli ca más potente del mo­
mento, se entend ió que dicho límite no podría exceder de la 
distancia que alcanzara el disparo de un cañón. Ahora bien, 
el problema es que con esta regla cada Estado extend ía su 
juri sd icción hasta el lími te que le permi tía su propia art ille­
ría, pasando a depender ese límite de la potencia de los ca­
ñones que tuviera cada Estado. Esta razón es la que hizo 
que Ferdinando Galiani, jurista italiano del úl timo tercio del 

s iglo XVUI , propusiera cuantificar di cha di stanc ia en tres 
mi ll as marin<1s -la media del alcance de l cañón de la época­
, garantizando ele esra forma objetividad a la hom ele med ir 
la franja de aguas sometidas al dominio de los Estados. 

Durante el siglo XIX la regla de las tres millas goza 
de gran aceptación y es seguida por la gmndes potencia 
maríti mas, muy imeresadas en que la franj<1 ma rítima some­
tida a la soberanía de Jos Estados fu era lo m6s es trec ha 
posible" . En este orden ele ideas, ll ama la ate nción la pos i­
ci n man ten ida por Españ a, que , a pesar ele ser una pOten­
cia nava l en aque l momento, nja y m<~n L i ene las seis mill as 
corno límite de juri dicc ió n sobre las aguas aciyacent.es a 
sus costas16 . Dicho límite nace con la Real Cédu la de l7 de 
d iciem bre de 17ú0 17 y se consolida en los s iglos XV!Il y 
XfX con di sposiciones como, po r ejemplo. e l Real Decre­
to sobre deli tos de fraude de 3 de mayo de 1830", la Orden 
de l Ministeri o de Marina de 5 de octubre ele 187419 , el Re­
glamento de Policía Costera y el Tra tado de Comercio y 

avegac ión fi rmados entre España y Portugal el 27 de marzo 
de 189320 . 

Ahora bien, la posición adoptada por nuestro país 
no fue vista ~on buenos ojos por otras potencias, espec ial­
mente por Inglaterra y los EEUU, que en vmias ocasiones 
se opusieron a las seis mi llas españolas . El gobierno inglés 
lo haría con ocasión de la pa rticul ar contra ersia de delimi­
tación de las aguas j urisd iccionales de la Bahía de Algeci ras 
y el gobierno americano con ocas ión de la delimitac ión de 
las aguas jurisdicciona les españolas en la isla de Cuba. Las 
pro tesws de ambos paísc fueron respondidas por sendas 
notas ve rba les de l Min istro cspafiol de la época." 

3.2. Desde p r incip ios del siglo XX has la la II G uerra 
Mundia l. 

Ya a principios de siglo XX fue ron numerosos Es­
tados los que abandonaron e l lími te máx imo de las u·es mi -

ll Españn ha ejercido su sobera nía y cmnpclcncias cs pccia l izad<~s en las wnas :~dyaccntcs a sus costas, las cunlcs se han ejercido ~n materia de pesca. 
fi scal. aduancm, de defensa, etc. 

1 ~ En este sentido vid. J.A. PASTOR RtDUEJO, Cur.w de derecho irllemnciomd prtb/i('o y wgmtiza cione.'i inrernot·ionalc:\·, Madrid. 2000. p. 356. 
's El primer Estado que acepta en su derecho intcmo esta propucst:• es EEUU. ~.: 1 cual h:t ma nten ido dicho lími te hasta In fJrrwlwnmion d~l Pn.:s i d~.:nt c 

Ronald Rcagan de 28 de dicicmbn.! de 1988 por la que se extendió hasta l:ls 12 m. m. Sobre la aceptación de los EEUU y d..:. otras potencias de la regla 
de las 1res millas marinas vid. J.L. MESEGUER SÁN HEZ, op. dr .. p. 121 y nota 95 y G. GIDEL. op. dt .. pp. 46 y ss. 

" M. MEDt NA ORTEGA. op. ril .. pp. 70 y ss. 
' 1 El artículo 5 de did1a disposición dispone: "T:unbi{;u mando que cuando se encuentren en la cos ta bast imcnws menores con t :-.b:::~co y sal a di stancia 

de mw o dos leguas, por el probable recelo de que se emplean en el fraude, se vis iten y proceda contra. sus patronos. maes tros y mnri ncros, con arreglo 
a las Ordenam.as y leyes de es tos rei nos{ .. . )" {J.A .. YTU RRIAGA BARBE!~ÁN. /..a arruo! re1•iúiín dd deredw del mor. Uua per.\pel'l i1•a e:JpmioJa. 
Textos y dorm~relrto.\·, \'U l. 11. primera parte , Madrid. 1974. p. 47.) 

11 El artículo 15 de dicho Real Decreto declara que se tendría por cometido delito de contrabando o de dcfr:mdación por "el buque español o extranjero 
de porte menor de dosc ien tas toneladas que \'inicudo cargado con mercaderías de illci to comercio. segú n las leyes y reglamen tos de aduanas de estos 
reinos . o de procedencia extra njera anclase en puerto no habilitndo o en cala. cnscnmla o b:.hí:t. . de las cos1as del territorio español, o los bordease en lns 
.\eis millas mMílimas inmedima.1· ti tiara, aun cu:lndo llc\•e su carga consignada par:t puertos extranjeros. a menos q11c la :urih:~d a no sc:1 forzo~a . en los 
térm inos que se ex¡)l'CS:ln en el pámfo precedente", la cursin es nuestra (J .I\'1. DE NIEVA (cd): Derretos dt!l Rey N11C.HrtJ Sninr Do11 Fe mando \111, 
tomo 15, aiio 183 1, p. 145). 

19 Dicha disposición señala como alcance de las aguas jurisdiccionales de Es p~ña la dislanda de seis millas. con ladas dl! s:dc la punta más salientes de 
las cos tas o <lcsdc el bajo fondo de las mismas. vid. S. MARTÍNEZ CA RO. ·'Mar IL:rrilori<d: nallirale7.a ... " o¡J. cit .. p. 253. 

10 El artíc ulo 2 del Reglamento de Policía Costera establece que ''Los ltmitcs dentro de Jos c u~tlc s el derecho general de pcscu queda reservado 
e.xc lusivamente a los pescadores sujetos a las jurisdit·ciones respectivas ( ... ) Sl~ fija n en seis mi lbs marinas. cont:H.l as por fucr:.1 de bt línea Uc bajamar de 
lns mayores m:1reas" (BJAAU, apéndice 1893. año 1893. p. ú06) . El articulo ~ del ll~l:• do de Comercio y Navegación: "Cada uno de los Estados tcndd 
el derecho de reglamentar el cjcrricio de la pesca en sus respec tivas costas marílimas has la una dist:mci a de 6 millas de las mismas. lími te dentro del clml 
so lnmemc se rá permit ido a los pescadores nac ionales ejercer esta indus tria'' (CTS. vo l. 178. p. 289). 

11 Tanto las protestas rec ibidas por España como las notas enviadas por nuestro país en re puesta (nota de 4 de :1gosto de 1874 y Nota Uc 4 de abril 
de 1881) cst~n en Libro rojo español sobre Gibraltar. J• edición. 19G(J, pp. 214 y ss. Éstas y otras uotas pueden con~ ul tarst· en J. GONZA LEZ CArviPOS. 
<(Aguas jurisdiccionales Españolas)), UEDJ . uum. 4. vol. XIX, (1966}. pp. 567 y ss. 
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llas marinas y extendieron sus derechos júrisdiccionales más 
allá del mismo. Esta y otras c ircunstanc ias dieron luga r a 
que a que comenzaJa a c uestionarse 13 vi rtualidad ele la regla 
de las tres mill as , lo que quedaría de manillesto en la Con­
ferencia de Codificac ión de La Haya ele 1930, celebrada bajo 
los auspicios ele la Sociedad ele Naciones. 

Efect ivame nte, las disc repancias de los Estados 
presentes en dicha Conferenc ia en torno a la fijac ión de un 
límite m{lx imo para e l mar tetTi tori al y su falta de predispo­
sición para alcan za r un acuerdo, hicieron de la regla ele las 
tres mill as "la grande va incue de la Conférence"", lo que 
motivó que ésta entrara en un proceso de descompos ición 
irrevers ible y nunca llegara a ser una norma de Derecho 
Intern acio nal con uerudinario21

. 

Por lo que respecta a España, cabe seña lar que su 
posición du rante este per iodo siempre fue la de defender 
las sei s m.m. frente a cua lquier otro li mite. Así lo puso de 
manifiesto nuestro país en foros internacionales como por 
ejemplo, en la citada Conferencia de La Haya de 1930, en la 
que el pre idente de la del egación españo la, don Anton io 
Goicoechea, afirmó no poder aceptar Ia· declarac ión hecha 
por Grecia de que la mayoría de los países había adoptado 
una ex tens i611 de tres m. m.; igual mente lo puso de manifi es­
to con ocas ión de la Il Guerra Mundial, momento en el Es­
paña fo rm uló varias declaraciones de neutralidad manteniendo 
las se is m.m. como límite máx imo de sus aguas jurisdi cc io­
nnles.z.& 

Idénti ca postura fue la que se siguió, casi en todo 
momen to," en nues tro derecho in terno,' como lo demues­
tran la Ley de Comunicaciones marítimas de 14 de junio de 
190926 , el Regla men to de 13 de octubre de 1913 de protec­
ción a la industri a naval", el Rea l Decreto de 5 de enero de 
1925 sobre infracciones en materia de pesca" y las Orde-

nanzas de Aduanas de 14 de noviembre de 1926" . 

3 .3. Desde la 11 Guerra Mundia hasta la JI Conferencia 
de Naciones Unidas sobre el Derecho del Mar. 

A parti r de la 11 Guerra Mundial el mar es visto 
como una fueme de recu rsos por expl01ar, lo que hace que 
numerosos Estados, que hasta ese momento habían con­
servado las tres millas marinas como límite mtíx imo, aban­
donen dicha regla y extiendan su juri sdicción más allá de 
dicho límite.30 Pues bien, en este con texto, con la intención, 
entre otras, d~ fija r un lím ite defi ni ti vo y una reglamenta­
ción un iforme al mar terri torial, se ce lebra en Ginebra la l 
Conferencia de las Naciones Unidas del Derecho del Mar, 
de la que se adoptarán las Convenciones de 29 de abril de 
1958. 

A pesar del éx ito de la Conferencia y de los esfuer­
zos desplegados, no se logra un consenso general sobre 
uno de los princi pales temas debatidos, la ex tensión del mar 
territorial. Esto hace que se convoque, en 1960, la 11 Con­
ferencia de las NU sobre el Derecho del Mar. La fa lta de un 
voto para los dos tercios impide en tonces la adopción de la 
ll amada regla de las seis mi llas (seis mill as de mar terri torial 
y seis millas de zona contigua) patrocinada por EEUU y 
Canad:P' . No obstante teniendo en cuenta que según el artí­
culo 24.2 del Convenc ión del 58 la zona conti gua no se 
podía ex tender más alhí de doce mi llas, podemos llegar a la 
conclusión de que, en todo caso, el mar territoria l no po­
dría extenderse más al lá de las doce mil las en aquel momen­
to. 

En este sentido cabe seña lar que poco a poco co­
mienza a imponerse la distancia de 12 m.m. como límite 
máxi mo, como dem uestra el hecho de que Estados de di s-

! ! G. GIDEL "La mcr tcrritorialc ct la zonc contigUe", UCADI, (1934). vol. ll. p. 193. 
!..\ En este sentido coincidimos con S. MARTÍNEZ CA RO. "Mar tcn·itorial ... " op. dt., p. 247; J. SA URJ\ ESTAPA. Umite,\ .. . n'l., p. 15 y G. GIDEL: 

" L.'l. mcr krrit ori:~lc . .. )) op. cit .. , p. 193. Esta idea no es compartida por MESEGUER SANCHEZ el cu:t l alirma que la r~gla de l:ts Hes millas marinas 
ll egó a constitu irse en norma de derecho consuct udinnri o. De todns rormas este mismo au tor reconoce que. ya en 189-L el Inst ituto de Derecho 
lu tcrn:.~cion : tl adoptó por mzoncs económicas la di st:~n ci a de las seis millas, vid . J.L. Mcscgu\.'r S;ínchcz. op. cit., pp. 12 1· 122 . 

.!.t Las Declaraciones de ncutr:J iidad a IJS que nos referimos son l:ts rca liz<H..Ias cl 4 de septiembre de 1939 (guerra de Alemania contm Franci:t, Inglaterra 
y Polon i:t}. NCI...A. 1939, p. 1124: el 12 de mayo de !940 (A lemani a comr:t Bélgica y Hobnda) l'id. NC'-.A , 19-W. p. 832: las dcc lnr:~c i oncs tic "no­
bcl igcr.m<.:ia", de 12 de: jun io de 1940 ( Italia contri\ F1.1ncia e Inglaterra) Rt\ CL., 1940, p. 1033 y de 18 de diciembre de 19.¡ 1 (Japón corHra EEUU). l'id. 
RCLA , 1941, p. 217 1. Las Declaraciones de neutralidad rc:J iiz.ad:ts por España en este periodo no fueron completadas con ningunil declaración !l imil:tr 

;i' J!i'cjlllf !)l! 1\ikb .. L: rf t\5'1'4'. con ocasltln cJC lh !' Guerra rVfundi3J: l~1 CS:J ocasiÓ;1. como vimos, Españ:'l aprobó el Real Decreto de 23 Lk noviembre de 19 1-l 
por el que cs tnblcció una zona marhim:. neutra l de tres mill:.s m:trinas. Sin embargo, los beligerantes sólo rcconockron a Espaii:t tres millas m:trinas. Pam 
m~s inform:1ción J•id. J.L. AZCA RRAGA BUSTAMANTE. "Esp:1ñ a ex tiende a doce millas su m:~r territorial ''. RED/, num.2 .... al. XX II. ( 1969), pp 
D2 y ss. 

u A p~.: s ar ele que (;¡ posición de Espaih fue constan te durante todo este peri odo de tiempo, hubo alguna oc:1sión en la que de forma punnlill y con 
carácter transitorio uucstro país redujo el lími te de se is a tres millas. Este es el caso del Real Decreto de 23 de noviembre de 19 1-l. ¡>ar l'l que España 
accpta bn y ponía en vigor con c:u:íctcr provisionJ l los precep tos del X I II Convenio d~ la ll:~ y:t ele 18 de Oc tu bre de 1907. estableciendo una 10na 
marftim:t neutra l de tre s mi llas. Este Rcgbmcnto se hizo l·on oc<1 sión de la pri nu::ra Guerra 1\•lund i :~l . par:t lijar una zona neutral de tn.:s millas marinas 
vid. nrt ículo 2 de dicho Real Decreto en BJAAI.J. apCndicc de 19 14. ( 1914). p. 596. 

" IJJAAI..J. apéndice de t909. ( 1909). pp . 404-41 1. 
:n Este Reglamento modifi ca algunos de los art ículos del Regl:tmcnto que rcgu l:t la aplicación de !:1 Ley de ProtL·cl'ión de Fomento de 1 <~ Industria y 

Comun ic:~c ioncs mnrítimas de 14 de junio de 1909. Sin embargo dcj:J int:tcto el :lr\iculo 171 que afirm:t que ''son aguas jurisdiccionales. par.t los efectos 
de este Regl:tmcnto. las compr~nd i da s en una z.on;1 d ~,: seis mi llas. mar adentro en el litoral , contadas desde las lineas qu<.· unen en bajas marcas cscoracbs 
:1qucllos puntos m:is salientes de !;1 cost:t di s t:~ ntcs entre si menos de doce mil1:t s". Estos Rcglaml.'ntos pu eden \'Crsc en IJJAAU, apéndice 1910. 19 10, 
p. +47 y op~n di cc 19 t 3. ( 19 t3), p. 720. 

11 Dicho Rcnl Decreto alirma en su artículo l que las aguas jurisdiccion:. lcs españolas son '' las dctL·rminadas en l:t Real Cédula de 17 de dicil'mbrc de 
1760 y dcm:is dispos iciones citadas en l<1 Orden del Ministerio de M:trina de 5 de octubre de 1874" (BJAAIJ, :Jpénd i ~;c 125. (1925), p. 21) . 

" /JJAi\IJ , apéndice 1926, ( 1926). pp. 673-766. 
10 Algunos de ellos p rctcml i~.:ron ex tender su jurisdiccióu hast>~ las 200 millas marinas, como Chile. Ecuador. Pení y Costa Rica. Para un intcrcs:mtc 

l"S lmJio sobre cs1c tcm:t vid. D. V IGNES. G. CATA LDI. R. CAS,\DO RAIGÓN. Le dmit iwmwtimwl de fa ph'lu• mnritime. Bruxdlcs , 2000. pp. 
20-32. Igua lmente vid. F. T HI BAUT , ''Le contincnt :Jméri c;~ in ct la crisc du droi t de la mcr'', N.GDI/1

• num. J. (1976). pp. 795 y 802. 

" A. I< EMtRO III<OTONS.: R.M . l<tQUELME CORTADO: E. OI<IH UEL A CALATAYUD: J. DiEZ HDCHLE INER: L. PÉREZ·I'RAT DU iltlÁN. 
Derecfw ltH~rmwionaf, Madrid. 1997. p. 599 . 



ÁMBITOS 91 
REVISTA OE I::STUDIOS DE CIE.'CI.AS SOl1AW y IIU ~lA"I O \ DLS Mim 9 ~ ~.:n 

tin tos puntos geográ ficos ex tienden su jurisd icción hasta 
las 12 millas". 

Siguiendo es ta corrieme, en 1964 se concluye el 
Convenio Europeo sobre Pesqueríasll, el cual es fi rmado 
por Espa ña el 15 de septiembre de 1965. A partir de ese 
momento nuestro país est ablece, al igual que los demás Es­
tados panes , dos zonas consecutivas de seis mi llas marinas 
sometidas a su jurisdicc ión: una primera, adyacente a sus 
costns y sobre la que tiene un derecho exclusivo de pesca y 
una segunda, contigua a la anterior, en la que permilc lil 

pesca a los Estados partes de dicho conven io. 
De esta rorma, España abandona su tradiciona l de­

rensa de las seis m.m. y acoge las 12 mill as. como lími te 
máx imo de jurisdicción. Acti tud, ésta, que se manifestará 
tanto en el derecho interno como en los acuerdos celebra­
dos con terceros pa íses: la Ley 20/1 967 de 8 de abri l de 
1967, sobre la extensión de las aguas jurisd iccionales espa­
ñolas a efectos de pesca3' y los acuerdos de pesca fi rma­
dos con Francia el 25 de enero de 1967, con Marruecos el 
4 de enero de 1969 y con Port ugal, de 21 de febrero de 
196935 . 

3.4. La 111 Conferencia de Naciones Unidas y la Con­
vención de Naciones Unidas sobre el derecho de mar 
1982. 

A mediados de los años sesenta las Convenciones 
de 1958 ya presentaban síntomas de envejeci miento, lo que, 
un ido a la ausencia de una sol ución general con relación a la 
anchura del mar territori al, la aparición de un gran número 

de Eswdos independien tes y la extensión de las competen­
cias de los Es tados ribereños, da lugar a la celebración de 
una nueva Conferenc ia obre el derecho de l Mar.36 

La Terce ra Con ferencia de la. Naciones Uni das 
sobre el Derecho del Mar, que se inicia en 1973, culmina en 
1982 con la adopción de la Convención ele Nac iones Unidas 
sobre el Derecho de l MarJ' . El ambiente que rodeó :.t las 11 
sesiones de la esta Confercnci:1 fue muy distin to al de otras 
ocasiones; ahora, mad uradas las menta li dades para aceptar 
un mar más amplio" to lo fu e relmi va mcntc más fác il. La 
mayoría de los Estados se deca ntaron, desde un princ ipio, 
por el establecimiento de una anch ura m:íx ima de 12 m. m., 
quedando ésta consagrada defi nitivamente en el artículo 3 
de dicha Convención. Así, dicho artícu lo dispone que: 

.. Todo Eswdo tiene derecho a cstahleca la anchurn de 
su mar te rrito ri al hasta un límite qllc no exceda Uc 12 mi ll as 
mari nas medidas a ¡x1rtirdc las lfncas de base dctl!rm inadas 

de confo rmidad con la Convención". 

Pues bien , desde la en trada en vigor de la Conven­
ción del 82, el 16 de noviembre de 1994, el número de Esru­
dos que tienen un R1 ar terri tori al ele 12 111 .111. asciende a 135, 
habiendo sido adoptado incluso por Esrados que no son parte 
de la Convención•y que han sido, tradiciona lmen te, defe n­
sores de las tres mi llas39 

En otro orde n de ideas , cabe señalar que nues!ro 
p~ís se abstu vo en la votación que dio luga r a la adopción de 
Convención del 82 y decidió no fi rmarl a en un primer mo­
mento. No obstante, dos años m:ls tarde, el onsejo de Mi­
nis tros, en reu ni ón del 28 de noviembre de 1984,40 acordó 

Jl Son muchos los Estados que ex tie nden sus aguas territoriales h :~ s t :t las 12 millas mari nas. Es te es el caso de Tlmcz que lo hace por Ley de lú de: 
oc!Ubrc de 1962 (RGD!P, 1963, Chronique defair.r imenrmimraux, pp. 186- 187); Turquía. por Ley de 25 de mayo de 1964. (RGD II', 1964. Chroniq11e 
de fait.\· i11U·mmifmaux. pp. 969-97 1): Dinamarca c.l\ ti cmlc hasta doce mi!las el mar wrriwrinl en Grocn landia por Ley de 20 de mayo de Jl)63 (RGDIP. 
1965, Clmmique de fail.\' imemat imwux, pp. 466-467): Vie tn am lo hace po r dcc lar:-tción de 1 de sept iembre de 1964 (RGD IP, Clr rrmifJIIt! de j'oit, 
inlematimumx, 1965) y Canadá por declarac ión de 4 de junio de 1963 (RGOJ P, Chmnique de Jait.l' illtt!rmllirmnux. 1963). 

11 E. PÉREZ VERA, ''Las doce millas como lím ite máximo de las competencias de l Estado ribcrcJ1o'' , REO/. num. 4, vol. XVIII, (t'J65). p. 542. 
M Para un estudio detallado de csL1 vid. J. L. AZCt\ RRAGA DUSTAM;\ NTE. ·<l!spaiia extiende . . ·"· op. dt, pp. 333-4 
}j Todos estos convenios y ouos más pueden consult<!rse en J.A. YTURRIAGA BA I~BERAN. La n('fual rt•••i\i6n ... op. dt. pp. 300, 316, 32 1. 
~ J.M. SOBRINO 1 !ERED!A . I!JI. cir., p. t89. 
n Para un estudio más detallado sobre el tcm:• vid. R. CASADO RA IGÓN, op. tit .. pp. 10 1-105 . 
31 No debemos olvidar que entre 1967 y 1973 rueron muchos los Es t:~dos que ampl i ~uon sus respect ivos mares territoria les o :.guas j ur isdiccionales 

hasta las 12 mi llas marinas. como Gambia. Jilmaica. Ku wai t. Liberia. M>~ l asia. Marruecos y Samoa . Estos y otros datos pueden e n uharsc en 
NACIO 1ES UNIDAS. División de Asuntos Oce:inicos y del Derecho del Mar. Oficina de Asuntos Jurídicos . El derecho del Mar: Ll..·gúlnrián Nnrionnl 
lOim• d mar /errirorial, el drredw rll' paso inoct'nte y la :mw mmigun, Nueva York, 1995. pp. 137. 175. 190. 199. 207, 22 . 33-t En este scnt1do 
•·id. también, S. MARTÍNEZ CARO. S.: "Delim itación dt.: las aguas jurisdicciona les esp<~ñolas" . RED!. num. 4, vol. XXI I. (1969), p. 745. 

J9 De estos nueve Estados, seis están en Árrica. uno en Asia y dos en el C:•ribc , \'id. Inrormc del Secretario General ele las Naciones Unidas de 30 de 
se ptiembre de 1999. N54/2-t9. Estados que tradicionalmente han sido defensores de las tres m.m. o que incluso no son pane ele In NUDM han adoptado 
finalmen te las 12 millas como limite máximo de su mar territoria l. Esw es el caso dl' los EEUU , Aust ral ia y Gran llrc tana que tr:Jdic ionalmente h:-111 
cstndo a favor de las tres m.m. Los EEUU ex tendieron su mar terriiOrial lmsta las 12 m.m. por la Proclamación de su Prcsiclcmc el 27 ele dic1e rnbrc de 
J9g8, Austr.llia por la Proclamación de 3 de noviembre de 1990 y Gran Bretaña ¡>Orla T(•rrilorial S(•a Limils Ore/e'• de 21 de j ulio de 1987. Asimismo, 
Est:ldos que fueron críticos con las 12 m.m. y que pre tend ía n una extensión muy superio r a l>~ s 12 m. m. han tcnni1wdo por aceptar dicho límite. Es te 
es el caso de Argentina que hn establecido un mar de 12 mi llas marinas por Ley num. 23.968 de 1-l de agos to de 1991: I3rasi l que lo ha hecho por Ley 
num. 8617 de -l de enero de 1993: M:writania por Ordena nza 88-120 de 31 de agos to de 198 y Gui ncn por Ley nu m. 3185 de 17 de mayo de 1985. Es to 
mismo ha ocurrido con Estados que no son parte de In Convención como Ch• le, que establece un mar territoria l dl· 12 miiiLis por Ley num. 18.565 
modi fica el Código Civil en ma1e ria de espacios maritimos de 13 de octubre de 1986: Madagascar. que lo hace por Ordcnant.a nurn . 85-013 que determina 
Jos límites de las zonas marít im:1s de 11 de diciembre de 1985 y Albani <J, por Decreto nu rn . 4650. modificado 1>or el Decreto num. 7366 de 9 de mar1.o 
de 1990 (NACIONES UN IDAS. Divis ión de Asuntos Oceánicos y de l Derecho del Mar. Oficina de Asuntos Jutidico!l. . El derecho del Mar: l...egi.~lfldón 
Narimwl. . np. t'ir.). Parn una relación actualizada de los Estados que h<~ n l'Stablccido mar lcrritoríal. .mna cconómícot exclusiva y lOn J de pesca vul. 
D. VtG 'ES. G. CATALD!. R. CASADO RAIGÓN, op. rir .. pp. 500·505. 

<40 El con teni do del acuerdo tomado en t::l Consejo de Ministros de 28 de noviembre de 1984 con re lación a la finna de Espaf\a a la Convención sobre 
el Derecho del Mar (1982) puede consul tarse en C. JI MÉNEZ PIERNAS, "Documentos sobre políti ca ex terior>;, RE/. num. 2. vol. VI. ( 1985). pp .. 
523-525. Por otra parte. para un antíli sis de In firma y las dcclar:tcioncs que rormula Españn en ~.· ! momento de la firm:1 de la Convención ••id. R. 
RIQUELME CORTADO Espmia m11e la Coll\'t'ndón .wbrc el Dererlw dt'l Mar. La.\· (/t-c/arnrimH•s formulaba.\·, Murcia. 1990. 
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autoriza r . u fi rma, prev ia so li citud del titul ar de Asuntos 
Exteriores , ll evándose a efec to el 4 de diciembre del mi smo 
año:H 

Ahora bien, a pesa r de que nuestro país no rari fi có 
la CNUDM hasta el 15 de enero de 1997, en nuestro dere­
cho interno ya se habían estab lecido las doce millas marinas 
como límite máx imo desde los años setenta, concretamente 
en la ya citada Ley 10177. La razón es bien sencill a: dado 
que el transcurso de b !11 Conferencia superó todas las 
previsiones temporales, algunos Estados, entre ellos Espa­
ña, conscientes de que las doce mill as era el límite admitido 
por la mayoría y de que dicho lími te no era contrari o al 
Derecho Internac ional vigente, optaron por legis lar de for­
ma paralela a los trabajos que se desarro ll aron en la Confe­
renc ia. 

4. LAS DIFERENTES DENOMINACIONES DEL MAR 
TERRITORIAL EN EL DERECHO ESPAÑOL. 

A part ir de la Conferencia de la Haya de 1930 se 
acepta general mente la ex pres ión "mar territorial" para de­
nominar a la fra nja de mar adyacente a las costas y aguas 
interi ores de los Es tados y sobre las que és tos ex tienden 
su soberan ía. Pues bien, a pesar de esto, no será has ta 1977 

-con la publicac ión de la citada Ley 10177-, cuando el legis­
lador español ponga fin al caos terminológico existente en 
nuestro derecho y deli na con precis ión qué ha de entender­
se por mar terr itori al. Hasta ese momento la legislación es­
pañola sobre la materia había sido fragmentaria, referida a 
problemas muy concretos y, lo que es mús gra ve, había 
uti li zado expresiones como aguas jurisdiccionales", zoua 
maríti111a espmloltt'n, ag /fas territoria/es.J.J y mar li10ml mt· 
cional". para referi rse a una misma realidadj urfd ica y fnc tica. 

Pues bien, como decimos, la expresión 111ar territo­
rial parece que ha calado en nuestro derecho interno desde 
la publicación de dicha ley, como lo demuestra el hecho de 
que haya sido empleada en la mayoría de las di sposiciones 
publicadas con posterioridad, como por ejemplo en la Cons­
titución españoh1 (art. 132.2) '6 , en la Ley de 20 de febrero 
de 1978 sobre zona económ ica exclus iva" y en la Ley de 
Costas 22/88 de 28 de julio de 1988·", etc. Ahora bien, esto 
no quiere deci r qu e hoy no se plantee ningún prob lema 
term inológico. Incomprensiblemente, en algunas ocasiones 
puntuales el legislador ut iliza ex presiones disti ntas a la de 
mar terrirorial para referirse a la real idad que encierra esta 
última expresión. Un claro ejemplo es la Ley Orgüni ca 7/ 
82, de 13 de julio, que modifica la legislación vigente en 
materia de contrabando y regula los del itos e in fracc iones 

H La Convención quedó abie rta a la firma has t::l c19 de diciembre de 1984 en In Sede de Naciones Uni das. El articulo 308 cSI:lblccc que su cntr.1da en 
vigor se produciría 12 meses después de la fcc h:1 en la que hubiera s ido dcpositado el scx;~gés imo instrumento dl! rntificación o de adhesión. Entró 
defin it ivamente Cl l vigor el 16 de 110\1ie mbrc de 1994. España fi rmó la Convención el .t de didcmbre de 198.+ e hizo u n:~ Dccl:~ración inte rpretativa de 
nueve puntos rclati v;¡ <~ dist intas materias, entre ellas Gibr:-tlwr. que: examinaremos posteriormente. Disue ltas ambas Cámaras. el nuevo Gobierno vol\•ió 
a env iar 1:-t Convención a las Cortes Generales, publ ic.1.ndosc en el BOCG d¡,; l día 17 de junio de 1996. la tramitación parlamentari :~. de la autoritación 
par:~ In ratificación lh.: l;t Convención se hizo por el procedimiento de urgencia y sin generar ni ngún tipo <k debate en 1:-ts Cortes. La eutrada del tc m:1 
en el orden de l día del Congreso tllVO l u g:~r el 17 de junio de 1996, discutiCndosc por 1:-t Comisión de Exteriores del Congreso el 26 de septiembre y 
aprobándose por el Pleno el 10 de oc ltlbrc de 1996. A cominuac ión . ambils Convenciones pasaron por la Comisión de Exteriores del Senado, en !)U sesión 
de 24 de octubre, para ser finalmente autori7.ada su rati ficación ¡>or el Pleno del Senado el 5 de noviembre de 1996. Para más in formación sobr(' este tema 
vid. J. Snura Estap;i. "Esp;lila ratifi ca ..... op. ('/t, pp. 368-369. 

H Esta expresión es u ti !izada por el nrt. 17 1 del Reg lamento de 1 3 de oc tubre di! 19 13 sol>rc protección de la im.Justria nava l; el n t. 1 O de l Decre to 
num. 2126/6-J. de 1 ~ de ju lio por el que se ad:. pta l:l Ley de contrabando a J-. Ley Gcner:-tl Tributaria (J .A. YTURRlAGA DARBERÁN. op. rit, pp. 47.48 
y 142}. El :u l. 4 de Ley 20/67 de 8 de abril, sobre ex teusi6n de las :1 guas jurisdicc ionales españolas a doce millas a efectos de pesca (llOE de 11 de abril 
de 1967 en RCLA, 1967, p. 819). Por otra parte, la Ley de 26 de diciembre de 1958, sobre régimcn juríd icu p;tra l;¡ investig::tción y explotación de 
Hidrocarburos dispone que es tos yacimientos son pat rirnouio inalienable e imprescindible de la nación. de acuerdo con las normas tr.~dicionalcs del 
Derecho minl'TO español, considemndo incluidas a los erectos de la ley las aguas jur i sdicc ion:~ lcs y 1:1 platarorma subnmrina .(BOE 29 de diciembre de 
1958. rceLilicar.iones en BOE de JJ .de .dic.i i: .da.~ J 95.8). La i'.l¡t\t'!'$.\t\t;~ -"J '.U.'lt .~U•.r;i!;!~(r,r,(~l~l'='.'n ~~ ~·!.;,l,i;!.J d:.·l:..l'i':~ i.·:;7o~.!' .. :Ys.r sh~ s.r..~ 3; :s re lf ,t,1 

mnr territorial u a otras zonas marinas. Por otra pane. la ley de Bases de Navcgólción Aérea de 27 de diciembre 1h: 19.+7 afirma en su Base pnmera que 
,~e l Estado cspaiiol tiene sober.mía en el espac io J tmosféri co si tu aclo sobre su territorio y aguas jurisdiccionales adyacl'nt~.: s ;1l mismo» (130E de 1 de enero 
di! 1948). En este caso no está claro s i el término territorio debe cutende rsc en se ntido estricto, in cluyendo ún icamente la masa terrestre, o bien en 
sentido am11lio. inclu ido el mar territorial y las aguas interiores. 

-'J El Código de Justicia mi litar aproba(la por Ley de 17 de j ulio de 19·15. en su artículo 9 p:ímro 1¡ apartado b) utiliza la cxpn:sión 1on:~ marítima 
csp:.ñol:l refiriéndose, paro. rcrcrirsc a la zona donde podrá ejercer el Estado soberanía y por consigui('nte, .1p licar sanciones pcnah:s. Esta Ley puede 
c ncon t r~l rsc (UCLA, 1945 . p. 1232 y en e l llO E de 20 de j ul io de 1945). El Código de Justi cia Mili tu puede co n s ult:~rse en R. DIAZ-LLANOS 
LECUONA (cd). 1--llS Leyes Pt!mrle.1· Militare.,·. MOld rid, 1974 . 

.u 1:unbién CIICOiltra rnos csh: término y el de aguas t crrit ori :~ les en disposiciones como la del Real Decreto de 25 di! noviembre de 1919. el cual habla 
ele ,.J :¡ sober.~nía que el Estado csp;tño1 ejerce sobre el aire que cubre el territorio nacional y sus aguas terri torialesH (J .A. Ytu rriaga Barbcran. /.11 arJuaf 
revis ión ... 1·it.); el art. 74 de la Ley 25/64, de 29 de :~bril , rcgu lí1dora de la energía nuclear también uti liza di cha expresión (BOE de-+ de m;¡yo de 1964, 
rcc t ifi c:~cion cs en 130E 36 de junio de 1994). Es to mismo oc 11rrc con el Reglamento p:u:1 castigar l :~s infracciones <¡ uc en materiíl de p¡;sca co m~o:tan las 
cmlxlrcncioncs e.x trnnjcr:ts en í'lguas j uri sd iccionales o t c rr i tori :~. l cs cspnñolas, aprobado ror Rea l Dccr~.: to·Lcy de 5 de enero de 1925 {BJAA LJ, apéndice 
de 1925. t925. p. 2 t ). 

-' J Expres ión uti lizada en el art. 1 de la Ley 9311962, 24 de diciembre sobre sanciones cometidas por cmb:lfcac iones cxt ranjcr:~ s (BOE de 27 de 
diciembre de 19Cí2 en RCLA m:u ginal 2341. 1962). También puede consu ltarse en J.A. YTURRIAGr\ BARI3ERÁN, up. rit .. p. 138. También podemos 
encont rí'l r esta expresi n en la sentencia del Tri bu na l Supremo de 5 de julio de 1973. 

~6 BOE ck 29 de diciembre de 1978. 
17 110E ck 23 de febrero de 1978. El artículo J al defini r la zon;~ económica exclusiva hace referencia al mar territoria l. uti lizando de forma apropiada 

dicha expresión. 
1~ BOE de 29 lle j ulio de 1988. El art ículo 3 d..: dicha ley uti liza correctamente el término mar lerriroriaf. 
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ad min istrat ivns en dicha materia"9
; también pueden ci tarse 

en este sen tido, In Orden min isterial de 17 de abril de 1991 
por la que se regu la el fondeo de buques-tanque en agu as 
jur isdiccional es o en la zona económica exclusiva" y la Ley 
43/1995 de 27 de diciembre de 1995 reguladora del impues-
10 de Sociedades" . Al mismo tiempo, encont ramos esta falta 
de rigor terminológico en semencias como las dictadas por 
la sala segunda del Tribunal Supremo el 25 de marzo de 
\98752 y el 19 de enero de 199353 . 

La expres ión aguas jurisdiccionales merece una 
espec ial atención, ya que es la que más se uti liza como 
si nónimo de mar terr itorial y por tan to la que mayor confu ­
sión puede plantear. Según el profesor Meseguer "tan to 
en su formulación histórica, como en su ac tual signi fi cado 
gramat ical , la expres ión aguas jurisdiccionales presenta dos 
facetas, di ametralmente opuestas, que condicionan su pro­
pia natu raleza juríd ica con relación a la posible identifica­
ción con el moderno concepto de mar terri torial: unn, de 
gran ampl itud, que abarca las aguas mnrítimas o continen ­
tales; otra, más restringida, que limita al orden judicial las 
atribuciones estawl es sobre esas aguasws4 

La doct ri na no es unánime a la hora de valorar la 
uti lización de dicha expres ión. As í, mi en tras el profesor 
AzcáiTaga Bustamante y otros autores55 considerrm un error 
emplear este término o cualquier otro que no sea "mar te­
rr iroria ln para referirse a la fra nja de aguas sometidas n la 
soberania de los Estados y adyacentes a las costas de éstos, 
Meseguer no rechaza tal posibi lidad, aunque mati za que sólo 
puede admitirse la ut ilización del término aguasjurisdiccio­
uales de forma genérica , y siempre que se utilice para hacer 
referencia "al máxi mo ámbito espacial marítimo sobre el 

cual el Es tado ri be reño ejerce sus competencias"" 
Pues bien , dicho esto. cabe señalar que, a efectos 

de este trabajo, nos parece m:.ís correcto utili za r la expre­
sión "mar teiTitorial " par::t designa r la franja adyacente a las 
aguas interiores del Estado ribereño que está sometida a su 
soberanía, y "aguas jurisdi ccionales", corno concepto más 
amplio, para hacer re ferencia a las zonas marítimas adya­
centes al mar terri toria l. Esto parece Jo más lógico, si tene­
mos en cuenta que la expres ión "mar territorial" es la que 
util iza la ley española que regula el régimen jurídico de d icho 
espacio y la más empleada en los últimos años por nuestro 
legislador y la doctri na . 

5. CONCLUSIONES. 

En rebción con la natu raleza del ma r territorial, 
cabe señalar que desde el siglo X LX existen normas en nues­
tro derecho interno que reconm:en el ejercicio de sobera­
nía sobre las aguas adyacentes a la costa, considerándolas 
parte integrante del terri torio español. As imis mo, la legis­
lación es pañola se ha caracte rizado tradicionalmente por 
una gran fa lta de ri gor terminológico, ya que ha venido uti­
li zando di stin tas expres iones para referi rse a lo que hoy 
podemos considerar .mar territorial. Por lÍi timo cabe seña­
lar que nuestro derecho interno ha sido uno de los pocos 
Estados que ha defe ndido desde el siglo XV I \f y hasta 
bien entrado el siglo XX la reg\J de las se1s millas marinas 
frente a las grandes potencias, part idarias de las tres mi ­
ll as, no estableciendo esta última como criterio general 
para la deli mi tación de l lím ite ex terior de su ma r terri to­
rial. 

~9 El nnículo 12.1, inciso 8 de dicha Ley define corno reos tic ddito de contrnbíl.ndo por vín rnnritima a aquellos que alij aren o trnnsbordarcn en un 
bu<¡ uc clandcstiuamcntc cualquier clase de géneros o efectos den tro de las aguas jurisdiccionales csp~llio lns o en l:1s circunstancias previsws por el articulo 
23 de la Convención de Ginebra sobre Al!a Mar de 29 de abri l de 1958 (BOE de 30 de j ulio de 1982). E.st:~ Ley fue derogadrt posteriormen te. por la Ley 
orgánica 12195 publ icada en 130E de 13 de diciembre de 1995. En este se ntido. In Scntcnci:t de b Sala 2" de l Tri bu nal Sur rcmo (TS} de 20 ele nov i cmbr~ 

de 1987 afirma que la ex presión «aguas jurisdiccionales» a la que hncc refc rencin dich:t Ley hn de entenderse hecha ni mar te rri torial, dr~ d:~ l<l inex istencia 
de un:t zona conti gu:~lms la amp li ación de nues1ro 1nar tcrri!Ori;¡l hasta 12 millas marinas en 1977. Est<~ scntcnc in puede consult.'lrsc en l..o l..l•y. 11Um . 
8284. vol. 1988· 1, pp. 512-514. También podemos cncon1rar un estudio de dicha scmcnci a y dl! l:t nfirmación que hnce el Supremo :11 respecto c:n Jos 
comcnla rios que U/:.'01, num. l, vo l. XLI , 1989, pp. 240-246. 

50 Orden publicada en BOE de 18 de abril de 1991. Esta Orden sufre va ri:ts incorrecciones termi nológi c;l~ que afcctnn incluso n su propia dennminació11 . 
En este scn1ido coincidimos con Ma. P. ANDRES SÁENZ DE SANTA MARÍA: 1cLa Orden de 17 ele nbril de 1991 por la que se regu la el fondeo de buqucs­
tnnque en ngu:.s jurisdiccionales o en la zon:1. económica exclus iva'' · N.EDI, nu m. l, vol. XLI II . ( 1991 ), pp. 265 y ss. 

51 Esta ley eswblecc en su articulo 2 que «El impuesto de soc iedades se aplica en tocio el territorio español ( .. . )~> y especifica posteriormente que (( el 
tc rrilorio español comprende t n mbi~n aquellas 1.onas adyacentes a las :~. gu a s t c rri t o r i :~ l es sobre las que Es pa ña puede ejercer Jos derechos c1ue le 
corresponden ( ... )1> (UOE de 28 de diciembre de !995). 

5! El asunto versa sobre !:1 detención de un buque que habí:1 pcnctrndo en ICrri lorio cs p:~.ñol por1 ~111do droga; la sc n te nci::~, al definir nuestro l.crr ilori o, 
incurre en un:. pos111ra numerativa, imprecisa e incompleta y uti li za c.'\p res ioncs equívocas: 1<2. Importa r es !a ent rada dc fi niti v:. o tempora l dt: 
merca ncf:~s en el cs pncio geográfico es paño l. el cual comprende el terri torio nacion:ll y las :ag u<~ s jurisdicciona les en u n::~ CXtL!nsión dL! doce mill:ls 
n~uticas'> (RCJA, num. 22 14, (1987). Podemos cncontrnr un comentario sobre dicha sentenc ia en RED!. nu m. 1, vo l. X LI , ( 1989). p. 22. 

51 J~CJA. num. 396, 1993. Por otra parte. el profesor Jiménez Picrn as :~dvic:rlc que en los considcrandos s..:gundo y te rcero de- dicha scntcnci:1. se s igue 
usando l;¡ ex presión (<aguas jurisdiccionales )) pa ra referi rse :1 1 mar lcrritori;!l . Coi ncidimos con este profesor cuando afirma que es «técn ic:l!nente 
reprochable el uso en nuestra jurisprude ncia de expresiones corno "espacio gcogní fi co cspaiíol'' . noción jurídicamenLc irrelevan te si se prc~end t: definir 
el terri torio espílño l. o ··aguas juri sdi cc ionales". concepto cajón de sastre( .. . ) )~ (C. JIMENEZ PI ERNAS, ,, L:1 CompcLcncia h.:rri toria l del Estado),, 
Al/LA/JI. num. t2. t995. pp. 238-239, n01a t4). 

" J.L. MESEGUER SÁNCHEZ. op. dt .. p. tt2·t t4. 
u J.L. AZCARRAGA BUSTAMANTE. "Régimen jurídico ... " np. rir.; 1. CERVERA PERY. op. cir, ll· 84. En este sc:ntido es s igmficativa la opinión 

de JIM ENEZ PI ERNAS. para quien dw sido frecuente en nues tra jurisprude ncia el recurso a b expresión cqt1ivoca de '(aguils jurisdict:ionalcsn para 
designar espacios marinos diferentes, entre ellos el MT. Pero es más correcto usar esa expresión p3ra cubri r sólo las z.onas ady:tccnlcs ~li mar Lcrrirori al 
en las que el ribereño ejerce competencias cspcc i aliza d:~.s en ciertas materias: STS (S.-:Ila Ju) 6 de febrero 1975, en RAJ, 1975 , nurn. 3-i..f: STS (Sala 3•) 
de 30 de dic iembre de 1975, en RCJA, Pamplom1, 1976, num. 205: y STS (Sala 2a) de 18 de mayo 1978, RCJA, P:un plona, !978, num. 197 1" (C. 
J I M I~N EZ PI ERNAS, ~<La compc1cncia territ oria l. . . )• op. rit., p. 239, nota 14). 

~ J.L MESEGUER SÁNCHEZ, op. d t, p. tt J. 


